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  MinTrabajo presenta al Congreso propuesta para descongestionar Sala Laboral de Corte Suprema de Justicia
 

         Un recurso extraordinario de casación tarda en promedio más de tres años en resolverse, refiere el proyecto. 
 
         Para finales de 2013 la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia contaba con 15 mil 975 demandas pendientes de resolver.
 
BOGOTÁ, abr. 03/14.- Para descongestionar de manera transitoria los procesos de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, que hoy tardan en promedio más de tres años en resolverse, el ministro del Trabajo, Rafael Pardo, radicó en el Congreso de la República un proyecto de reforma a la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia.
 
Para el titular de la cartera del Trabajo “el proyecto plantea organizar de manera excepcional y transitoria por un periodo máximo de ocho años, la creación de tres salas de descongestión anexas a la Sala de Casación Laboral sin afectar la estructura constitucional y legal de la Corporación, facilitando la reducción de los altos índices de represamiento de expedientes”. 
 
Según el proyecto las salas la integrarían tres magistrados cada una, sin superar los periodos constitucionales de 8 años. 
 
La finalidad de las salas, sería la de tramitar y decidir los recursos de casación que le sean asignados por la Presidencia de la Sala de Casación Laboral, sin alterar las funciones y tareas que le competen a la Corte Suprema de Justicia. 
 
La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en lo que al recurso extraordinario de casación concierne, pasó de recibir 2 mil 500 procesos en el año 2006 a 5 mil 897 en 2009,  aumentando en más del 200% en solo 3 años, lo que hace imposible que la Corporación pueda atenderlos dentro de los términos.
 
Igualmente, durante los últimos cinco años en los que han permanecido vigentes los programas de descongestión en los juzgados y Tribunales del país, los ingresos se han mantenido consistentemente en un promedio anual de más de 5 mil 000 y el inventario acumulado ha tenido un ascenso sostenido de 5 mil 897 procesos en 2009 a 8 mil 343 en 2010; 9 mil 418 en 2011, 12 mil 370 en 2012; y 14 mil 100 en 2013. 
 
Para finales de 2013, teniendo en cuenta el total de procesos pendientes de fallo, junto con otros mil 875 que no habían sido repartidos, la Sala contaba con un total de 15 mil 975 demandas represadas, lo que hace prever que para 2016 la Sala tendrá un inventario acumulado de procesos de alrededor de 18 mil. 
 
Entre las competencias constitucionales de la Sala se le suma la de acciones de tutela, que pasó de recibir en 2002, mil 300 tutelas a 4 mil 754 en 2013, al registrar un incremento en más del 300%.
 
A estas funciones, se suman el conocimiento de la legalidad de las huelgas, los recursos constitucionales de hábeas corpus y temas de gran relevancia y difícil manejo, como los recursos de anulación en contra de laudos arbitrales emitidos en conflictos colectivos, demandas de revisión, conflictos de competencia y recursos de queja, entre otros. 
 
Cada magistrado es ponente de alrededor de mil 200 providencias de fondo y la Sala en conjunto resuelve más de 7 mil al año. 
 
De otra parte, la Sala de Casación Laboral ha mantenido invariable su estructura y su número de magistrados, que es de 7, a pesar de que la demanda de justicia en materias laborales y de seguridad social ha aumentado significativamente. 
 
Al referirse al tema, el Ministro del Trabajo, sostuvo “Los procesos laborales y de seguridad social abordan temas de alta sensibilidad social, que generalmente involucran a trabajadores, pensionados, personas de la tercera edad, en situación de discapacidad, madres cabeza de familia y menores de edad, que por sus especiales condiciones no pueden someterse a procesos dispendiosos y de larga duración, de manera que la congestión, en determinadas circunstancias, se convierte en una denegación de justicia, a la vez que representa una violación de derechos fundamentales como el de acceso a la administración de justicia”. 
 
DATO
 

El proyecto además de garantizar un correcto funcionamiento de las Corporaciones judiciales, plantea avanzar en el cumplimiento de principios y derechos constitucionales como el trabajo, la justicia, la dignidad humana, el debido proceso y la seguridad social, cumplir con compromisos internacionales que garanticen los derechos fundamentales, reconocidos en la Constitución y en los convenios de la Organización Internacional del Trabajo, OIT.  


